
QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES DE LOS 

IMPUESTOS SOBRE LA RENTA, Y EMPRESARIAL A TASA ÚNICA, A CARGO DEL DIPUTADO 

CAROL ANTONIO ALTAMIRANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta y la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única para abolir el Régimen de Consolidación Fiscal, a cargo del 

diputado Carol Antonio Altamirano, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con base 

en la siguiente 

Exposición de Motivos 

En México la consolidación fiscal se remonta a un decreto publicado en 1973, mediante el cual se concedieron 

estímulos fiscales a las sociedades o unidades económicas que fomentaban el desarrollo industrial y turístico del 

país. El objetivo principal del decreto fue proteger a las empresas mexicanas para que incrementaran su 

productividad. 

Bajo este objetivo, en 1982 se incorporó el régimen a la Ley del Impuesto sobre la Renta, y se mantiene en la ley 

de 2002. 

El 7 de diciembre de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones fiscales , en vigor a partir del 1 de enero de 2010, dentro de las que 

destacan reformas en materia de consolidación fiscal, cuyo objetivo primordial fue reducir el plazo de 

aprovechamiento de los beneficios fiscales de diez a cinco ejercicios fiscales. 

La consolidación fiscal es un régimen de tributación en el que un grupo de empresas separadas legalmente, 

responden a un mismo interés común y determinan conjuntamente un solo resultado fiscal y, en consecuencia, 

pagan un solo impuesto. 

La consolidación fiscal es una ficción, porque el grupo no existe como tal, al no tener personalidad jurídica propia, 

sino que únicamente existe para efectos fiscales. 

Se trata a las empresas de un mismo grupo como una sola entidad económica, y a la controladora, como el sujeto 

pasivo del Impuesto sobre la Renta del grupo. 

En lo fundamental, los beneficios que se obtiene bajo este régimen son diferimientos en el pago del impuesto 

atendiendo principalmente a la capacidad económica del grupo de consolidación. 

Al efecto, el artículo 66 de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone que una sociedad controlada pasa a formar 

parte de una controladora cuando un porcentaje superior al cincuenta por ciento de sus acciones con derecho a voto 

es adquirido en propiedad por ésta, ya sea de manera directa, indirecta o de ambas formas. 

Por otra parte, la Ley de Impuesto Empresarial a Tasa Única (LIETU), permite el acreditamiento del Impuesto 

sobre la Renta (ISR) pagado por las sociedades controladas dentro de la consolidación fiscal. 

En el ámbito internacional, la consolidación fiscal se encuentra implementada exclusivamente en unos cuantos 

países con economías desarrolladas: Alemania, Australia, Estados Unidos de América, España, Francia, Italia, 

Japón, Países Bajos y el Reino Unido, con múltiples variantes, sin que exista un modelo único de consolidación 

fiscal, pero tienen como claro propósito fomentar el desarrollo de una superestructura económica competitiva en el 

ámbito internacional. 

No obstante, dicha política no resulta justificable en una economía emergente, como es la nuestra, toda vez que el 

Régimen de Consolidación Fiscal mexicano representa gastos fiscales del orden de los 12 mil 352 millones de 

pesos en el ISR y 10 mil 218 millones de pesos en el IETU, solamente en el presente ejercicio fiscal, y lo único que 



hemos obtenido los mexicanos es fortalecer el desarrollo de monopolios y el enriquecimiento de unos cuantos 

empresarios que se benefician de los diferimientos en el pago del ISR empresarial, financiando sus operaciones con 

recursos económicos que deberían corresponder al erario para financiar el gasto público y los problemas sociales, y 

se ha convertido en un verdadero subsidio a los empresarios más ricos de México. 

La propia Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) nos ha recomendado en su 

documento Getting it right, una agenda estratégica para las reformas en México , ( 2012, pp. 76-77) “hacer una 

evaluación adicional de los costos y beneficios de sus numerosos regímenes especiales de tributación... Algunas de 

las debilidades del sistema de impuesto sobre la renta empresarial implican complejas cuestiones de planeación 

fiscal; ciertos cambios en las reglas pueden ayudar a evitar el abuso. Un ejemplo de este cambio, y de hecho una 

reforma planteada en el Pacto por México, se refiere a las limitaciones a la consolidación de pérdidas de empresas 

recién adquiridas que pueden usarse para compensar el gravamen de las utilidades dentro de grupos corporativos.” 

Por lo anterior, se propone derogar el Régimen de Consolidación Fiscal tanto en la Ley del Impuesto sobre la Renta 

como en la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única. 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 

Unión, se presenta ante esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se derogan los artículos 64 al 78, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, y 12 al 14, de la 

Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única 

I. Se derogan los artículos 64 al 78 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue: 

Artículos 64 al 78. Se derogan 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014. 

Segundo. El Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta establecerá las reglas para que las personas 

morales que hasta el Ejercicio Fiscal de 2013 hayan tributado en el Régimen de Consolidación Fiscal, migren al 

Régimen General de las Personas Morales, previsto en el Título Segundo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en 

un plazo no mayor a tres años a partir de la entrada en vigor del presente decreto. Para tal efecto, dentro de los 60 

días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, el Ejecutivo federal deberá publicar las adecuaciones al 

reglamento. 

II. Se derogan los artículos 12 al 14 de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, para quedar como 

sigue: 

Artículos 12 al 14. Se derogan. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014. 

Segundo. Por lo que se refiere a los artículos 12 al 14, el jefe del Servicio de Administración Tributaria, dentro de 

los 60 días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, deberá expedir resolución de facilidades 

administrativas para que las personas morales que tributan en el Régimen de Consolidación Fiscal puedan migrar al 

Régimen General de las Personas Morales, en un plazo no mayor a tres años a partir de su entrada en vigor. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013. 

Diputado Carol Antonio Altamirano (rúbrica) 


